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Resumen

El objetivo de este trabajo de investigación radica en realizar un análisis al impacto que genera el estado de excepción con relación al estado de derecho dentro de Ecuador. La metodología utilizada dentro de esta investigación es de carácter cualitativo, durante la investigación se utilizó el método de análisis bibliográfico. El estado de excepción y sus efectos dentro del estado de derecho en Ecuador tiene una relevancia significativa sobre todo cuando este se declara en torno a situaciones inherentes a la seguridad, conflictos o disturbios, por situaciones de desastres naturales o el incremento del crimen organizado, situaciones que causan gran conmoción en la sociedad. A partir de la realización de esta investigación se llega a la conclusión que la reiterada declaración de estados de excepción vulnera principios fundamentales propios del estado de excepción, a pesar de los controles de constitucionalidad, peor aun cuando no solucionan el problema raíz por el que fueron decretados.
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Abstract
The objective of this research work is to carry out an analysis of the impact generated by the state of exception in relation to the rule of law within Ecuador. The methodology used in this research is qualitative in nature, during the research the bibliographic analysis method was used. The state of exception and its effects within the rule of law in Ecuador has significant relevance, especially when it is declared in situations inherent to security, conflicts or disturbances, due to situations of natural disasters or the increase in organized crime, situations that They cause great commotion in society. From carrying out this investigation, the conclusion is reached that the repeated declaration of states of exception violates fundamental principles of a state of exception, despite constitutionality controls, even worse, when they do not solve  the root problem for which they were decreed.
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Introducción
La Constitución de la República del Ecuador de 2008 provee, en su artículo 165 sobre estado de excepción: "El presidente o presidenta de la República, en Consejo de Estado, podrá decretar el estado de excepción en todo el territorio nacional o en parte del mismo, en caso de agresión a la integridad de la República, de conmoción interna o de desastres naturales. El estado de excepción durará hasta sesenta días, plazo durante el cual el presidente o la presidenta de la República, en Consejo de Estado, dictará decretos que tendrán fuerza de ley, sin que puedan en ningún caso afectar el contenido esencial de los derechos establecidos en la Constitución". 
El estado de excepción es un mecanismo de emergencia constitucional mediante el cual el presidente de la República puede, previo análisis realizado con su equipo de gobierno, intervenir con atribuciones excepcionales en la vida institucional, política, social y económica del país ante el peligro y agravio de intereses fundamentales de la República. Es decir, la finalidad de esta figura es la salvaguarda del orden constitucional y la protección de la integridad del Estado, democrático y de derecho.
Contextualizada la exposición de la materia, enmarca el régimen jurídico del estado de excepción, así como los postulados que él devela y que se concretan en el principio de necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad.
Suena irónico considerar que al decretar los estados de excepción vulneras derechos constitucionales que debes proteger con la misma medida extraordinaria, por eso es de vital importancia determinar en nuestro análisis que las medidas que se han tomado para garantizar nuestros derechos cumplan con los postulados previstos y más allá,  establecer el impacto que tiene en el Estado de Derecho, y las instituciones y ciudadanos que lo conforman desde varias perspectivas, y si al final de estos lograron solucionar la emergencia por la fueron dictados
Es a partir de lo señalado anteriormente que se plantea el siguiente problema jurídico ¿El uso reiterado del estado de excepción desnaturaliza el Estado de Derecho?
Metodología
La metodología utilizada para la realización de esta investigación es de carácter cualitativo, dentro de los métodos utilizados se encuentran el método teórico jurídico, este nos permite abordar el tema de investigación desde una perspectiva amplia, dentro de las técnicas utilizadas se encuentra la de análisis bibliográfico, lo que permitió conocer con mayor profundidad en tema investigado, esto mediante la revisión de literatura de los diferentes autores que abordan la temática del estado de excepción en Ecuador.
También se utilizó la técnica de recolección y análisis de datos, esto en relación a los estados de excepción decretados durante el gobierno actual, esto permitió abordar de mejor manera las características y procedimiento de adopción de la medida excepcional, además que permitió tener una mejor perspectiva de las consecuencias que este genera dentro del Estado de Derecho.
Fundamentos teóricos
1. El estado de excepción
1.1 Concepto
Para Julio César Trujillo (2006), al mencionar los estados de excepción esgrime que los estados de excepción son esa herramienta que le permite al máximo poder (Poder Ejecutivo) tomar decisiones de carácter extraordinario, esto se fundamenta en que dichas decisiones no se pueden tomar mediante el uso de las facultades ordinarias que establece la normativa y la Constitución, por ende el estado de excepción funge como una alternativa extraordinaria ante estas limitaciones en situaciones extraordinarias.
Con relación al estado de excepción Suárez Garzón (2021), concuerda con la idea planteada por el autor anterior, y es que para Suárez el estado de excepción es una herramienta de carácter extraordinaria a la cual el presidente puede acudir cuando la seguridad, paz y bienestar del pueblo se va en peligro, la declaratoria de estado de excepción le da facultades extraordinarias al mandatario que lo declara para tomar decisiones complejas, como la suspensión de derechos (esta rige hasta el final de la declaratoria del estado de excepción), esto con la finalidad de superar la situación de alta complejidad y resguardar la paz y seguridad de los ciudadanos. Por tanto, esta declaratoria se debe a los principios de, proporcionalidad, necesidad, temporalidad, legalidad, territorialidad y razonabilidad.
A partir de lo señalado con anterioridad, surge la necesidad de comprender lo que significa el estado de excepción y cuales son sus características, pues debe entender que si bien hay derechos que son irrenunciables, con esta medida el mandatario que declare el estado de excepción puede limitarlos (con excepción al derecho de la vida), hasta que se supere la crisis por la cual se recurrió a esta facultad de carácter extraordinario.  
1.2 Marco Legal
Para que el mandatario de turno pueda declarar un estado de excepción este debe apegarse a lo establecido dentro del art. 164 de la Carta Magna, dentro de este se establecen de manera clara cuales son las causales por la cual el o la presidente puede hacer uso de la declaración del estado de excepción. En el marco internacional este se encuentra establecido dentro del art. 4.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y también el art. 27.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Además, el artículo 165 de la Constitución establece los poderes y limitaciones del presidente durante un estado de excepción, asegurando que los derechos fundamentales y garantías sean respetados en la mayor medida posible. Además, la Constitución traza los roles de otros poderes del estado, como la Asamblea Nacional y el Poder Judicial, durante un estado de excepción, delineando los controles y equilibrios necesarios para prevenir el abuso de poder. Es importante señalar que la Constitución enfatiza la naturaleza temporal del estado de excepción, así como la obligación del estado de proporcionar actualizaciones regulares y transparencia con respecto a las medidas tomadas durante este período. 
Si bien la declaratoria de estado de excepción es una facultad única del presidente esto no quiere decir que se pueda realizar sin un control previo, en este sentido para evitar abuso de poder y arbitrariedades se realiza un control de constitucionalidad (lo realiza la Corte Constitucional), permitiendo de esta manera que se mantenga el orden constituido, además de como ya se dijo previamente evitar el abuso y vulneración de los derechos y garantías constitucionales; como lo estipula la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
Y en salvaguarda de los derechos fundamentales de las personas existe también reglamentación internacional vigente como son la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
En general, la base legal para el estado de excepción en la Constitución y leyes ecuatorianas, más los tratados internacionales (descritos en la tabla 1), refleja un equilibrio entre otorgar los poderes necesarios para abordar crisis y salvaguardar los principios democráticos y los derechos humanos.
	NORMA BASE
	ARTICULOS
	PUBLICACION

	Constitución de la Republica del Ecuador
	Art. 164 - 166
	20 de octubre de 2008

	Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
	Art. 119 - 125
	22 de octubre de 2009

	Ley de Seguridad Publica y del Estado Ecuatoriano
	Art. 28 - 35
	28 de septiembre de 2009

	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
	Art. 4
	23 de marzo de 1976

	Convención Americana sobre Derechos Humanos.
	Art. 27
	18 de julio de 1978


Tabla 1. Marco legal estado de excepción.
1.3 Causas y Principios
Dentro del territorio ecuatoriano el estado de excepción se lo utiliza como una medida de ultima ratio, esto en sentido que su aplicación y declaración se la realiza ante situaciones emergentes para las cuales las facultades ordinaria que permite la ley no son efectivas, y por ende se requiere tomar decisiones y acciones de carácter urgentes, aunque una de las consecuencias negativas y mas trascendentales sea la limitación y restricción de ciertos derechos, esto como una medida que permita salvaguardar a los ciudadanos hasta que se supere la crisis. 
La declaración de un estado de excepción por lo general conlleva a que existan diferencias entre los ciudadanos, esto lo convierte como tal en una herramienta de carácter controvertido, esto en base a lo que conlleva en cada caso especial, aunque su finalidad sea resolver un conflicto a una crisis de manera emergente y que no podía preverse. 
Los principios en los que se sustenta el estado de excepción son: necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad.
Principio de necesidad. - Este principio es fundamental en relación con la suspensión o limitación de los derechos fundamentales, ya que de él se deriva el ejercicio de facultades excepcionales, al ser la base sobre la que se sustentan otros principios que abordaremos más adelante. 
De acuerdo con Mena & Trejo (2021), en la naturaleza de este principio, el poder ejecutivo tiene la autoridad para declarar un estado de excepción, siempre que los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico sean insuficientes para tratar o enfrentar una situación real que ponga en peligro la democracia, o los derechos constitucionales protegidos y así mismo la existencia del Estado.
Por otra parte, aquellas disposiciones del Derecho Internacional que respaldan el principio de necesidad están contenidas Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Ver Tabla 1). Estas normativas permiten a los estados suspender o limitar temporalmente ciertos derechos constitucionales con el fin de prevenir daños mayores que podrían afectar a la sociedad en su conjunto.
Principio de proporcionalidad. - Se entiende este principio por la necesidad de equilibrar las acciones emprendidas en respuesta a situaciones de crisis, garantizando que estas sean adecuadas a la magnitud del peligro, así como que resulten en una intervención necesaria ante la falta de alternativas viables. Este principio abarca la evaluación de la adecuación (la capacidad de las medidas para enfrentar el riesgo inminente), la necesidad (la ausencia de otras opciones para mitigar la amenaza) y la proporcionalidad en sentido estricto (la obligación de que la respuesta sea menor en impacto que el daño que se busca prevenir). 
Cuando exista la declaración de un estado de excepción dentro de este las medidas que se establezca para solucionar la crisis tiene que ser proporcionales a la situación que se desarrolla. Es decir que si hay la existencia de medios para superar la crisis la declaratoria del estado de excepción se vuelve inaplicable, pues no se ha demostrado de manera fehaciente que dichos medios son insuficientes para superar la crisis. 
En palabras de Vivanco & Maldonado (2022), este principio, por ende, establece parámetros claros que limitan tanto la duración como las medidas que pueden ser adoptadas en el marco de un estado de excepción.
Principio de legalidad. – Como manifiesta Ordóñez & Martínez (2022), este principio establece que cualquier declaración de estado de excepción debe ajustarse al marco jurídico nacional vigente, asegurando así la legitimidad del acto y el respeto por el Estado de Derecho.
El principio de legalidad permite la existencia de un control de carácter interno como de carácter externo, esto con la finalidad de que exista la prevención de abusos por parte de las autoridades públicas. Por otro lado, también existe la importancia de dar aviso a la comunidad internacional sobre la declaratoria de un estado de excepción y las medidas tomadas para solucionar la crisis. Si el estado de excepción no ha sido motivado de manera adecuada al marco legal y constitucional este se verá comprometido por no garantizar derechos fundamentales. 
 Principio de Temporalidad. – Para Lucero Caiminagua (2022), el principio de temporalidad es entendido como la necesidad de establecer un marco de carácter temporal, es decir un tiempo definido que permita regular la vigencia del estado de excepción, esto permite evitar una declaratoria excesiva en el tiempo. En otras palabras, al no establecer un limite temporal la declaratoria de un estado de excepción puede transformase en una medida arbitraria para la vulneración de derechos por parte del Poder Ejecutivo.
Es así que el art. 27 de la Convención Americana de Derechos Humanos manifiesta de manera clara que se debe mantener el estado de excepción “por el tiempo estrictamente limitado a las exigencias de la situación”. Las acciones que se implementen bajo este estado deben ser de carácter provisional; de lo contrario, se vulnerarían tanto el principio de legalidad como los fundamentos del Estado democrático de Derecho, erosionando así la confianza en las instituciones y el respeto a los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
Principio de territorialidad. - Establece límites geográficos para la aplicación de medidas excepcionales en un estado de excepción. Permite que dichas disposiciones sean efectivas en una región específica o en todo el territorio nacional, según la naturaleza de la crisis. Por ejemplo, si una localidad sufre un desastre natural, el estado de excepción solo se aplicará allí, dejando el resto del país excluido. 
 Para Veintemilla Sánchez & Aguilera Romero (2021), este principio restringe el uso de facultades extraordinarias del Ejecutivo, asegurando que solo se apliquen en áreas afectadas, protegiendo así los derechos fundamentales de los ciudadanos. La idea fundamental de este principio radica en que al momento de declarar un estado de excepción no tenga repercusión o afectación a las zonas que no sufren el impacto de la crisis o situación excepcional que se genera.  
Principio de razonabilidad. –  El principio de razonabilidad tiene su importancia al momento de realizar la evaluación de las medidas excepcionales que se deben aplicar para poder superar la crisis. Un claro ejemplo de esto es la declaratoria de estado de excepción por Covid-19 que vivió el Ecuador, donde la medida aplicada fue la suspensión de reuniones sociales, habiendo una razonabilidad entre la causa (covid-19) y el efecto (evitar el incremento de contagios). 
Para Davalos (2008), la razonabilidad radica en que exista una relación de justicia y necesidad al momento de declarar un estado de excepción, por ende, debe existir un análisis detallado del plan de acción y las medidas a tomar, esto evitaría caer en la improvisación y la toma de decisiones impulsivas. La autoridad debe asegurar que las medidas sean necesarias y adecuadas para proteger el bienestar colectivo, evitando arbitrariedades que generen injusticias o desigualdades.
1.4 Procedimiento.
En relación con este tema, Melo Delgado (2012) argumenta que, fundamentándose en la necesidad de lograr un equilibrio entre los métodos razonables implementados para hacer frente a las situaciones emergentes y la protección de los derechos y libertades individuales antes de la implementación del estado de excepción, es crucial que el presidente emita un pronunciamiento oficial y fundamentado sobre las circunstancias que le llevan a recurrir a esta medida extrema. 
La temporalidad es una parte fundamental de la declaratoria del estado excepción, pues el no advertir o declarar el tiempo de la duración de este, conllevaría a la toma de decisiones arbitrarias y al abuso de poder, es decir que este podrá ser expedido mientras aun continúen las condiciones que han justificado la declaratoria del mismo. Es a partir de aquello que se considera que el procedimiento para expedir un estado de excepción es el siguiente:  
Emisión. - Para Ramírez Ramírez (2022), sostiene que la validez de la declaratoria del estado de excepción tiene inicio al momento después de que el mandatario de turno firme el decreto, esto respetando lo establecido en la Constitución y a su vez cumpliendo con los requisitos tanto formales como sustantivos. 
Notificación. – Como explica Ruperti León (2024), cuando se realice la firma del decreto ejecutivo que establece la declaratoria del estado de excepción, se debe comunicar a la Asamblea Nacional, esto con la finalidad de que se realice el control político respectivo, y a su vez se debe notificar a la Corte Constitucional para que se realice el control de constitucionalidad respectivo.
Si se determina que existe fundamento suficiente, el Pleno de la Corte tiene la facultad de declararlo inconstitucional. Por último, es imperativo que el Ejecutivo notifique a los organismos internacionales apropiados dentro de un plazo de cuarenta y ocho horas tras la firma del decreto ejecutivo.
Vigencia. - La proclamación del estado de excepción puede tener una duración de sesenta días, con la posibilidad de extenderse por un período adicional de treinta días si las circunstancias emergentes lo demandan. En palabras de Llanga Castillo (2021), esta prórroga debe ser comunicada tanto a la Asamblea Nacional como a la Corte Constitucional y a la comunidad internacional. En ausencia de dicha notificación, se considerará que el estado de excepción ha caducado, perdiendo así su validez constitucional y legal.
Finalización. – Sobre este requisito Gaibor Romero (2024) nos dice que cuando cesen las condiciones excepcionales que dieron lugar a la declaración del estado de excepción, el presidente está obligado a emitir un decreto ejecutivo en el que notificará de manera inmediata, junto con el informe correspondiente, a la Asamblea Nacional, a la Corte Constitucional y a la comunidad internacional sobre la conclusión de dicho estado.
 1.5 Potestades presidenciales durante el Estado de Excepción
Como ya conocemos las potestades del presidente están enmarcadas en el art. 165 de la Constitución y son: 
1. Decretar la recaudación anticipada de tributos.
2. Utilizar los fondos públicos destinados a otros fines, excepto los correspondientes a salud y educación.
3. Trasladar la sede del gobierno a cualquier lugar del territorio nacional.
4. Disponer censura previa a la información de los medios de comunicación social, que guarde estricta relación con los motivos del estado de excepción y la seguridad del Estado.
5. Establecer como zona de seguridad todo o parte del territorio nacional.
6. Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras instituciones.
7. Disponer el cierre o la habilitación de puertos, aeropuertos y pasos fronterizos.
8. Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, así como decretar la desmovilización nacional cuando se restablezca la normalidad.
1.6 Estados de excepción decretados en el gobierno de Daniel Noboa
Durante este gobierno y hasta la fecha de elaboración de este artículo, se han publicado 393 decretos, de los que hemos hecho un compendio de los que creemos tienen relación directa con los estados de excepción que es el tema en análisis.
Los decretos numerados con rojo, corresponden a los estados de excepción decretados y entre estos decretos correspondientes a las potestades que tiene el presidente durante los mismos.

	DECRETO
	DESCRIPCION
	FECHA
	DERECHOS VULNERADOS
	ATRIBUCIONES PRESIDENTE
	OBSERVACIONES

	110
	Se declara el estado de excepción en todo el territorio nacional por grave conmoción interna, incluidos todos los centros de privación de la libertad que integran el Sistema Nacional de Rehabilitación Social sin excepción alguna.
	2024/01/08
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	- Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras instituciones.
- Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, así como decretar la desmovilización nacional cuando se restablezca la normalidad.

	

	111
	Se reforma el Decreto Ejecutivo No. 110 de 08 de enero de 2024, al reconocer la existencia de un conflicto armado interno, de conformidad con lo dispuesto en el presente Decreto Ejecutivo y la normativa vigente aplicable.
	2024/01/09
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	
	

	135
	Se sustituye el artículo 7 del Decreto Ejecutivo 110 de 8 de enero de 2024, en lo referente a la restricción de la libertad de tránsito.
	2024/01/23
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	
	Se cambio a lugares específicos la libertad de tránsito que regía en todo el territorio nacional.

	162
	Se convoca a Consulta Popular (preguntas plebiscito)
	2024/02/09
	
	
	

	163
	Se convoca a referéndum.
	2024/02/09
	
	
	

	193
	Se renueva por treinta días adicionales, la declaratoria del estado de excepción en todo el territorio nacional por grave conmoción interna y por conflicto armado interno, incluidos todos los centros de privación de la libertad que integran el Sistema Nacional de Rehabilitación Social sin excepción alguna, en los mismos términos establecidos en los Decretos Ejecutivos números 110, 111 y 135 de 08, 09 y 23 de enero de 2024, respectivamente.
	2024/03/07
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	- Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras instituciones.
-Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, así como decretar la desmovilización nacional cuando se restablezca la normalidad.
-Decretar la recaudación anticipada de tributos.
	

	198
	Se modifica la tarifa general del Impuesto al Valor Agregado - IVA, del 13% al 15%, para el año 2024, a partir del 01 de abril de 2024.
	2024/03/15
	
	
	Acción recaudatoria para aparente financiamiento de la lucha dentro del conflicto armado interno.

	205
	Se reforma el artículo 7 del Decreto Ejecutivo No. 110, de 8 de enero de 2024, reformado por el Decreto Ejecutivo No. 135 de 23 de enero de 2024, en lo referente a la restricción de la libertad de tránsito.
	2024/03/21
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	
	Se restringe focalizadamente la libertad de tránsito.

	215
	Reformas al Reglamento Sustitutivo para la regulación de precios de los derivados de los hidrocarburos.
	2024/03/29
	
	
	Acción negativa por la situación que se vive, que encarece la vida de la ciudadanía, pero necesaria para alivio del Estado. Su aplicación pudo postergarse hasta solucionar el conflicto armado interno.

	218
	Se reconoce la persistencia de un conflicto armado interno a cargo de grupos armados organizados, sobre la base de la parte considerativa del presente Decreto y la normativa vigente aplicable.
	2024/04/07
	
	
	Decreto ambiguo, no finaliza los decretos 110, 111, 135, 193 y 205, que corresponde finiquitar por temporalidad, solo reconoce la persistencia del conflicto armado interno.

	229
	Se decreta estado de excepción por grave conmoción interna y calamidad pública, en todo el territorio nacional, causada por la emergencia en el sector eléctrico.
	2024/04/19
	Ninguno
	Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras instituciones.

	Decreto sin suficiente fundamentación técnica.


Fue declarado inconstitucional por la Corte Constitucional.

	230
	Se amplía el artículo 4 del Decreto Ejecutivo No. 229 de 19 de abril de 2024, disponiéndose la movilización e intervención de la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas para garantizar la prestación de servicios públicos básicos como el agua potable o las telecomunicaciones.
	2024/04/20
	Ninguno
	
	Fue declarado inconstitucional por la Corte Constitucional.

	250
	Estado de excepción en las provincias de El Oro, Guayas, Los Ríos, Manabí y Santa Elena.
	2024/04/30
	Inviolabilidad de domicilio
	
	Se sustenta en la persistencia del conflicto armado interno de acuerdo al decreto 218, y que fue causal del decreto 111.

Fue declarado inconstitucional por la Corte Constitucional.

	275
	Se declara el estado de excepción por la causal de conflicto armado interno, por un plazo de sesenta (60) días, exclusivamente y focalizado en las provincias de Guayas, El Oro, Santa Elena, Manabí, Sucumbíos, Orellana, Los Ríos; y en el cantón Camilo Ponce Enríquez de la provincia del Azuay.
	2024/05/22
	Inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	
	Se sustenta en la persistencia del conflicto armado interno de acuerdo al decreto 218, y que fue causal del decreto 111.

Fue declarado inconstitucional por la Corte Constitucional.

	278
	Se dispone el cumplimiento del mandato popular correspondiente a la pregunta 1 de la Consulta Popular de 21 de abril de 2024.
	2024/05/23
	
	
	Se dispone el control de armas a cargo del personal del ejército.

	318
	Se declara estado de excepción en las provincias de Guayas, Los Ríos, Manabí, Orellana, Santa Elena, El Oro y el cantón Camilo Ponce Enríquez de la provincia de Azuay.
	2024/07/02
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	- Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como al personal de otras instituciones.
-Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, así como decretar la desmovilización nacional cuando se restablezca la normalidad.

	Se sustenta en la persistencia del conflicto armado interno de acuerdo al decreto 218, y que fue causal del decreto 111.


	351
	Se dispone la restricción de la libertad de tránsito, todos los días, desde las 22h00, hasta las 05h00, en determinados cantones y parroquias de las provincias de Azuay, Guayas, Los Ríos y Orellana.
	2024/08/08
	libertad de tránsito
	
	

	377
	Se renueva por treinta días adicionales, la declaratoria de estado de excepción en las provincias de Guayas, Los Ríos, Manabí, Orellana, Santa Elena, El Oro y el cantón Camilo Ponce Enríquez de la provincia de Azuay, en los mismos términos establecidos en los Decretos Ejecutivos No. 318 y 351 de 02 de julio y 08 de agosto de 2024.
	2024/08/30
	libertad de tránsito, libertad de reunión, inviolabilidad de domicilio   y de correspondencia
	
	


Tabla 2. Compendio estados de excepción del presidente Daniel Noboa

Análisis y resultados del impacto del estado de excepción en el Estado de Derecho
Ecuador cerró el 2023 como el país más violento, inseguro y con la mayor tasa de victimización por delincuencia del continente. Según datos de la Fiscalía General del Estado se registraron 8220 muertes durante el año 2023, mientras que la página web  Ecuador chequea registra 8300 extorsiones y 124 secuestros durante el mismo año, esta ola de violencia incontenible fue la que obligó al gobierno actual decretar los estados de excepción 110 y 111 como describimos en la tabla 2, decretos que se ajustan al marco constitucional, y que cumplen con las causas, los principios y el proceso que se encuentra regulado en nuestro marco jurídico nacional. Durante este proceso se toman ciertas acciones positivas, pero no medulares para el manejo del conflicto armado interno.
Con el decreto 193 se extiende por 30 días más el estado de excepción, en este lapso dentro de las atribuciones presidenciales, se decreta el aumento del IVA del 13 al 15 % (Decreto 198) con el afán de que estos recursos sirvan para el combate de la delincuencia organizada, y se expide el reglamento para la regulación de los precios de los combustibles (Decreto 215), dos medidas que afectan directamente el bolsillo de la ciudadanía, sin embargo en primera instancia, se percibe aceptación y sacrificio de parte de la misma con tal de palear la ola de criminalidad en la que se encuentra sumido el país.
Con el decreto 218 se ratifica la existencia y continuidad de un conflicto armado interno, y de acuerdo a su fecha de expedición se debió finalizar los decretos 110 y 111 originarios de la medida, siendo este un requisito formal como lo indicamos en el acápite del Procedimiento.
Cabe recalcar que durante este periodo también se decretó la consulta popular y referéndum, que fue de resultados positivos en todo lo referente al crimen organizado, es decir como otra acción positiva, quedo establecido un mejor y más completo marco legal para lucha del estado contra los reconocidos grupos terroristas. Luego se publicaron los decretos 229 y 230, por la emergencia del sector eléctrico, que para este investigador carecían de soporte técnico para justificar la conmoción y calamidad pública, en hora buena fueron declarados inconstitucionales por el organismo de control. Luego los decretos 250 y 275 que también fueron declarados inconstitucionales por el organismo de control, se basaban en la misma causal que los decretos 110 y 111.
Sin embargo, los decretos 318, 351 y 377, el ultimo corresponde a la extensión por 30 días más del decreto 318, que fue emitido bajo las mismas causales de los decretos 110 y 111, la única diferencia entre los decretos anteriores que fueron declarados inconstitucionales es una extensa descripción de motivos, una exageración de forma que culmina en el mismo fondo que es la conmoción social y el conflicto armado interno.
Para materia de estudio, este investigador considera que a pesar de ser evidente que persisten los problemas que amenazas la seguridad del soberano, jurídicamente no es viable la declaración de estados de excepción recurrentes bajo la misma causal, quebrantando el principio de temporalidad que poseen los estados de excepción.
Lamentablemente a pesar de tener todo a favor; esto es: la modificación del marco legal pertinente a través de la consulta popular y referéndum, de tener financiamiento por medio de las recaudaciones de dos puntos porcentuales del IVA y la liberación de los precios de combustibles, de tener al ejército ecuatoriano y la policía nacional a disposición, no se han dilucidado acciones concretas y efectivas para resolver el problema, teniendo como resultado hasta la fecha de elaboración de este artículo, 4240 muertes violentas, de acuerdo a datos de la FGE, un aparente decremento con respecto al 2023.
Sin embargo, estos datos no están transparentados por los canales oficiales del gobierno y para este articulista la percepción ciudadana es que hay más muertes, lo que tiene congruencia con el aumento de los indicadores de extorsiones; 10771 según El Universo, un aumento considerable respecto al todo del 2023, y 2108 secuestros de acuerdo a la misma fuente, un aumento exponencial, que tiene en zozobra a toda la ciudadanía.
Todo lo mencionado ha tenido un impacto considerable en el Estado de Derecho constituido por lo que haremos un sucinto análisis desde tres perspectivas, económica, social y política. 
Impacto Económico
Con respecto a como los estados de excepción han impactado en la economía ecuatoriana, se establece que este impacto ha sido significativo pues varios sectores se han visto afectados, sobre todo los pequeños comerciantes y emprendedores. Dentro de los factores que conllevan a ese impacto significativo se pueden determinar la restricción de movilidad, medida que impacta de gran manera a diversos negocios, en especial a aquellos que operan por las noches. Todo esto genera una disminución de entrada de capital tanto para emprendedores, pequeños comerciantes, y para las pequeñas y medianas empresas. 
Otro de los sectores que han sentido el gran impacto económico con los estados de excepción es el sector turístico, este funge como un generador importante de movilidad de capital económico, al estar en una constante crisis y declaratoria de estado de excepciones la inversión extranjera,  no ve con buenos ojos al territorio ecuatoriano como un lugar para invertir o visitar, por otra parte el turismo local ha ido cayendo en un declive por las diversas situaciones criticas que vive actualmente el Ecuador, como la inseguridad, extorsiones, robos entre otros, conllevando a que exista una afectación económica más profunda al sector turístico.
   
Impacto Social
En cuanto al impacto social, se denota como tal en la afectación a los diversos derechos fundamentales, como el de la libre movilidad, el derecho a reunión, entre otros, afectado de esta manera el día a día cotidiano de los ciudadanos, y a su vez generando una afectación a una vida libre, pacifica, en sociedad y a derechos como el de una vida digna y el buen vivir. 
Los grupos vulnerables también se ven seriamente afectados por los estados de excepción, sobre todo cuando estos tienen medidas restringen la movilidad, pues se ven orillados a la permanencia fija en un lugar durante un tiempo determinado, provocando en ellos situaciones de estrés, ansiedad, depresión, entre otras afectaciones de índole psicológico. 

Impacto Político
En cuanto al impacto político que genera el estado de excepción, puede ser ampliamente discutido, pero su impacto real se mide en cuanto a su capacidad para responder y solucionar la crisis, si en el menor tiempo posible puede solventar los problemas y regresar a la normalidad este tendrá un impacto político positivo, pero si se vive en una constante declaratoria de estado de excepción y el problema o crisis no puede ser solventado tendrá un impacto político negativo, y en consecuencia se puede llegar a la arbitrariedad y abuso de poder o hiperpresidencialismo. 
 Además, el efecto político de un estado de excepción también puede impactar la relación entre el gobierno y los ciudadanos. Las medidas tomadas durante un estado de excepción, como restricciones a las libertades y derechos, pueden crear tensión y descontento entre la población; en nuestro caso específico al inicio del decreto 110/111 se percibía la aprobación y apoyo ciudadano, pero ahora ante la inacción del gobierno y no tener resultados fehacientes y positivos, la percepción ciudadana es de hartazgo. Esto puede llevar a la inestabilidad social y política, así como a una pérdida de confianza en el gobierno. Por lo tanto, es esencial considerar cuidadosamente las implicaciones políticas del estado de excepción y asegurar que dichas medidas sean proporcionales y necesarias para salvaguardar los principios del estado de derecho y la gobernabilidad democrática.
Conclusiones
El marco legal establecido en el Ecuador es claro y garantista en todo lo referente a la declaratoria del estado de excepción. (causas, proceso, potestades y control). 
Los decretos 110 y 111 originarios de la declaratoria por grave conmoción interna y conflicto armado interno, responden a las necesidades de la realidad del país, cumpliendo con todos los principios para la declaratoria del estado de excepción.
Durante el periodo que duro dicha declaratoria, se tomaron todas las medidas necesarias para poder garantizar la lucha contra el problema raíz; estos son: Mejoras en el marco legal (consulta popular y referéndum), recaudación de tributos para financiar la lucha contra el narcoterrorismo (subida de 2 puntos de IVA y regulación de precios de combustibles) y la disposición del ejército y policía nacional para ejecutar acciones para paliar la situación.
Los indicadores de muertes, secuestros y extorsiones luego de las medidas tomadas, subieron en vez de disminuir, solo las muertes aparentemente disminuyeron, pero el gobierno no ha transparentado las cifras, cuando la percepción es que han aumentado.
Existen impactos irreversibles en el estado de derecho, en las perspectivas analizadas: económico, social y político.
La declaratoria de estados de excepción recurrentes violan directamente los principios del estado de excepción.
A pesar de que el control constitucional había declarado inconstitucionales varios estados de excepción recurrentes posteriores, tenemos un estado de excepción vigente bajos las mismas causales.
Los resultados indican que no se han realizados acciones o inversiones efectivas contra el narcoterrorismo, se debería concluir con la declaratoria de un estado fallido.
Se debe realizar una auditoría y rendición de cuentas sobre las recaudaciones y acciones efectivas tomadas para las causas por las que se dictó determinado estado de excepción, y si estas mitigan o eliminan el problema, caso contrario aplicar todo el rigor de la ley contra los gobiernos de turno que vulneran el estado de derecho y las garantías fundamentales de sus ciudadanos.
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